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1. Consideraciones preliminares

Los administrados tienen derecho a que sus con-
troversias aduaneras sean dirimidas en el marco de 
los procedimientos administrativos establecidos al 
efecto, con pleno respeto de los preceptos derivados 
de la garantía del debido proceso. 

-
-

primar en los procedimientos. En efecto, si bien los 

parecer adecuados y acotados, en términos genera-
les, no se cumplen. 

La garantía de celeridad de justicia está contem-
plada en la Convención Americana de Derechos 

1. Convención Americana de Derechos Humanos, art. 7°, inc. 5°), y art. 8°, inc. 1°). 
2. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 9, inc. 3°).
3. C. Nac. art. 18
4. C. Nac. art. 5°.
5. Corte Sup., 1960, , Fallos 246:86.

Humanos1

-

cuentra tutelada en el Pacto Internacional de Dere-

chos Civiles y Políticos2, en tanto dispone que el 

Por otra parte, desde antiguo la Corte Suprema 

-

cial integra la garantía del debido proceso, apoyan-

do tal construcción sobre el mandato pre ambular de 

de inocencia3, el régimen republicano de gobierno4

y los mandatos implícitos de la Constitución5.

Incluso, más recientemente, también ha seña-

administrativo resulta incompatible con el derecho 
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al debido proceso6 -

Americana de Derechos Humanos7.

De manera que hay consenso, por mandato 
constitucional y de acuerdo a la mejor doctrina de 
la Corte, en que los procesos administrativos —en 
este caso, aduaneros— deben ser resueltos en tiem-

-
rantía del debido proceso.

general debe ser la adecuación del procedimiento 

Código Aduanero. Es claro que el funcionario com-
petente debe ser el primer obligado al cumplimien-
to de la ley y, por lo tanto, al cumplimiento de las 
obligaciones que emergen de su competencia, en 

ninguna manera la mora puede ser la regla. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, resulta rela-
-

nistrativos en los sumarios administrativos tienen 
carácter meramente ordenatorios del procedimien-
to, de modo tal que su incumplimiento no suele aca-
rrear consecuencia alguna8.

Consideramos que la doctrina del fallo mere-
ce una revisión, visto que es claro que los órganos 
administrativos deben observar una conducta dili-
gente en la tramitación del procedimiento y, en su 

En este sentido, resulta interesante destacar que 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

se había respetado esta garantía de celeridad. Y en 

sino más bien se ha inclinado por el análisis concre-
to de tres factores: a) la complejidad del asunto;  b) 
la actividad procesal del interesado; y c) la conducta 
de las autoridades competentes. 

6. C. Nac. art. 18.
7. Corte Sup., 2012, , Fallos 335:1126. En el mismo sentido, Corte Sup., 2011, , Fallos 
334:1264.
8. C. Nac. Cont. Adm. Fed., Sala 4°, 07/04/09, .
9.  t. I, Directores 

Treacy9 destaca que este test fue primeramente 
elaborado por la Corte Europea de Derechos Huma-
nos, que ha precisado que debían tomarse en cuenta 
la complejidad de las cuestiones fácticas o legales 
que plantea el caso. Además, observó que sólo las 

-
tanciación de los procedimientos ha sido conside-
rado para los procedimientos administrativos por la 
Corte Suprema en el referido caso Losicer, llegando 
a la conclusión que había mediado mora en la tra-
mitación del sumario por parte de las autoridades 

-
longados lapsos de inactividad administrativa, com-
prometiéndose de este modo la garantía del debido 
proceso.

Cabe advertir, señala Treacy, que posiblemen-
te el hecho de que la Corte acudiera a este test se 
debiera a que las normas sobre prescripción que 
contenían la ley aplicable permitían que el procedi-

prolongado, sin incurrir en una violación legal. De 
este modo, sin cuestionar la interpretación que se 
había hecho de las causales interruptivas del perío-
do de prescripción previstas en la ley, la Corte ha 

la morosidad administrativa. 

Consecuentemente, corresponde tener presente 
que el principio de celeridad en las tramitaciones 
administrativas, ha adquirido rango constitucional 
para los procedimientos administrativos, con la 
Convención Americana de Derechos Humanos y 
su recepción jurisprudencial por parte de la Corte 
Europea de Derecho Humanos, la Corte Iberoame-
ricana de Derechos Humanos y también la Corte 
Suprema argentina.
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-
neros no están en condiciones de superar el test de 

Administración por la Corte Europea de Derechos 
Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos y la Corte Suprema argentina.

Conforme destacara el Grupo de Trabajo para 

integrado por representantes de la Cámara Argen-
tina de Comercio, el Centro de Despachantes de 

de Importadores y el Instituto Argentino de Estudio 
Aduaneros10, la mora en las actuaciones aduaneras 
ha dado lugar a diversos proyectos de reforma legis-

el cumplimiento de los actos procesales, ha sido sis-
temáticamente ignorado.

En este sentido, consideramos oportuno volver 
a instalar el debate sobre la necesaria  revisión de 
algunos aspectos del procedimiento aduanero que 
pueden mejorarse, con miras a una mayor celeridad 
en el trámite. El rango supra legal de los Acuerdos 
Internacionales que obligan al Poder Judicial y, en 
cuanto interesa, a la Administración en su actuación 
jurisdiccional, a la resolución de las controversias 

legal aplicable11.

Resulta oportuno aclarar que además de referir 
propuestas que hacen a los procedimientos propia-
mente dichos, también hemos presentado sugeren-
cias que si bien no se vinculan a los procedimien-
tos, o pretenden evitarlos (ej., declaración aduanera 
consultiva) o en su caso, limitar sus costos (ej., ga-
rantías).

Por otra parte, cabe señalar que no hemos in-
cluido en el presente trabajo las reformas de los 
procedimientos aduaneros establecidas mediante la 

10. -

de Estudios Aduaneros. Agosto de 2004. Publicado en la Revista de Estudios Aduaneros, N° 16, ps. 167/241.
11. Aclaramos que muchas de las ideas que aquí se presentan han sido debatidas con anterioriad y propuestas por el Grupo de Trabajo 

-

12. , Revista de Estudios Aduaneros, Nº 14, p. 97.

ley 27.430, pues ya se han incorporado al Código 
Aduanero, ni pretende el presente formular un jui-
cio de valor sobre estas últimas. 

2. La declaración aduanera

La declaración aduanera constituye una decla-
ración escrita, formulada ante la Aduana por quien 
tiene la disponibilidad jurídica de la mercadería, a 
efectos de someter la misma al control aduanero. 
Sin esta previa declaración escrita, la mercadería no 
puede ingresar o egresar —de manera regular— al 
o del territorio aduanero. 

totalidad de los elementos necesarios que deben ser 
tenidos en cuenta por el servicio aduanero para la 

así como para ejercer debidamente todas las funcio-
nes de control que se encuentran a su cargo.

La implementación del Sistema Informático 
María (actualmente, Sistema Informático Malvi-
na), constituyó un avance tecnológico de singular 
importancia en orden a la declaración previa y al 
control aduanero. En relación al tema aquí tratado, 

solicitudes de destinación aduaneras a través de un 
medio que, si bien consistía en formularios nor-

completa y precisa de las calidades de los bienes 
presentados a despacho, por un sistema informáti-
co de declaración rígido que, entre otras cosas, no 

de la glosa de la posición arancelaria, que son va-
luados por el propio sistema en función del código 
arancelario12.

Desde la implementación del sistema de decla-
-
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detallada de las características fundamentales de la 
mercadería, sino a la posición arancelaria elegida 
por el declarante.

Por lo tanto, consideramos que la reforma a los 
arts. 234 y 332 del C.A.13 y la incorporación de la 
declaración con intervención aduanera resulta su-
mamente positiva. Es una medida adecuada para 
situaciones especiales en las cuales los administra-
dos tengan dudas en torno a la declaración o incluso 
para supuestos en los cuales no tienen dudas, pero 
advierten que las dudas podrán estar del lado del 

a las particularidades de la operación para que éste 

al administrado que el análisis de la cuestión se ale-
je del campo infraccional.

El Código Aduanero fue redactado y sancio-
nado en vigencia de la declaración comprometida 
manual. La recepción legal de la declaración infor-
mática resulta necesaria y la adopción de un sistema 
consultivo y participativo entre el sector privado y 

-
cionales en los cuales el declarante tiene dudas en 
relación a la declaración comprometida y la deter-
minación del régimen tributario o de restricciones 

-
mente un elemento que merece ser destacado.

El sistema informático encriptado y cerrado es 
una realidad ineludible y claramente ventajosa para 
el sector público y también para el sector privado. 

-
-

rio y ventajoso también para el sector público y para 
el sector privado.

Decimos que es necesario para el sector públi-

las operaciones sensibles en las cuales el declarante 

formulada por el administrado, un control selecti-
vo direccionado por el particular, que anticipa que, 

13. Establecida mediante la ley 25.986
14. RG AFIP 2127/2006

privado en lo relativo a la determinación del régi-
men tributario o de restricciones aplicable. Por su 
parte, es necesario y ventajoso para el sector pri-
vado, porque genera un marco normativo adecuado 

a la declaración, eliminando la contingencia infrac-
cional.

Sin embargo, los años transcurridos desde la vi-
gencia de la reforma legal evidencian que ha tenido 
poca o nula aplicación. Y consideramos que ello 
obedece al esquema cerrado y encriptado que ha 
tenido su reglamentación. En nuestra opinión, la re-
glamentación14 ha restringido de manera alarmante 
el campo de aplicación de la reforma. Ha tenido una 
interpretación literal e incluso restrictiva de la nor-

La ley considera la aplicación del régimen de 
declaración con participación del servicio aduane-
ro en aquellos casos en los cuales “el sistema de 

. La 
norma considera su aplicación en todos los casos 

en cuenta aspectos relativos a la descripción o las 
circunstancias vinculadas a la operación, esto es 
justamente todas las cuestiones vinculadas a la mer-
cadería o a la operación en general, no previstas en 

La reglamentación, por su parte, ha circunscrip-
to su aplicación para los casos en los cuales la duda 
se encuentre relacionada con la elección de alguna 

sistema informático. La reglamentación y la nota 
-
-

recen dudas, cuando la ley permite su aplicación a 
todos los casos de dudas, con independencia de la 



SECCIÓN DOCTRINA 165

En nuestra opinión, esta limitación o restricción 
no resulta adecuada, visto que la ley justamente per-
sigue por objeto generar un esquema de declaración 
con intervención aduanera para todos los casos en 

-
pida al administrado formular una declaración to-

la mercadería o circunstancias de la operación que 

de control, en orden a la determinación del régimen 
tributario o de restricciones aplicable. Por todo lo 

-
rece una revisión15.

3. El régimen de garantía

-
nal de mercaderías y, en el marco de tal importante 
misión, los funcionarios a cargo del control tienen 
facultades para detener la carga, si consideraran que 

con la determinación de los tributos aplicables con 
motivo de la operación.

En estos casos, corresponde equilibrar el dere-
cho de la administración aduanera sobre la merca-

-
cal, con el derecho de los administrados de disponer 
libremente su mercadería. 

A ese efecto, las legislaciones aduaneras han es-
tablecido la posibilidad de liberar esas cargas bajo 
el régimen de garantías. Es claro que, para que estas 
detenciones preventivas no resulten violatorias de 
los principios del GATT y del derecho de acceso a 

-
tado. Lo contrario supone un avasallamiento de los 

contra la facilitación del comercio.

En nuestro país, el Código Aduanero ha estable-
cido un régimen de garantía que permite liberar las 

-
-

15. -
nero, Errepar, 2010.  
16.

-
gible en cada caso; y c) las formas que deben adop-
tar las garantías, de modo que no se impida el uso 
de aquellas que ofrecen mayor facilidad y menor 
costo al administrado.

De manera que es claro, conforme a nuestra 
legislación, que, en los casos de denuncias formu-
ladas al arribo de mercaderías, por la presunta co-
misión de una infracción aduanera, el funcionario 
denunciante tiene potestad para interdictar la carga 
y el administrado podrá solicitar su liberación bajo 
el régimen de garantía. 

los diversos tipos de garantías, cualquiera de las 
-

Es claro que el importe queda determinado en cada 
-

cadería bajo el régimen de garantía y la solvencia 
estará acreditada a partir de la convalidación del 
propio servicio aduanero de una empresa para ac-
tuar como garante de una operación aduanera. 

Consecuentemente, correspondería la acep-

el Código Aduanero, en la medida que el importe 
sea el adecuado y la empresa que otorga la garantía 
sea de aquellas antes habilitadas por la Aduana. De 
manera que el administrado, de acuerdo a la letra 
de la ley, debería poder elegir el tipo de garantía 

nombrar las más comunes), siempre que la misma 

además, por una empresa antes habilitada por ésta, 
según su tipo. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, como luego 
veremos, cabe tener presente que la reglamentación 

cada operación aduanera y en tal detalle, la regla-
mentación no había previsto el seguro de caución 
para los sumarios aduaneros16.
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Sin embargo, corresponde destacar que esta 
Administración ha incluido al seguro de caución, 
como uno de los medios de garantía admitidos para 

efecto, la Superintendencia de Seguros de la Na-
ción17

operan en el seguro de caución, a prestar garantías 
aduaneras para liberar mercaderías detenidas en 
procedimientos sumariales aduaneros. Por su parte, 
la Administración Federal de Ingresos Públicos18,

-

Estos cambios son muy importantes. De manera 
que la Superintendencia de Seguros, al admitir la 

-
ción buscada desde hace décadas. A partir de ahora, 
controvertir una imputación aduanera dejará de ser 

tener acceso a la justicia. 

Sin embargo, consideramos que resulta necesa-
ria la implementación de mejoras en los procesos 

problemas estructurales vinculados a la liberación 
de las cargas bajo el régimen de garantías que se tra-
ducen en meses de demoras, con los consecuentes 
sobre-costos que ello genera en términos de alma-
cenaje, sobre-estadía de contenedores, etc. e incluso 
estas demoras suponen, en ocasiones, un obstáculo 

las mercaderías (como insumos en los procesos o 
-

caso, puede dar lugar a alguna práctica disvaliosa 
(abuso de poder).

La Aduana19 procuró establecer un procedi-
miento ágil de liberación. Este procedimiento se 
inicia con la petición escrita del interesado ante el 

17.

18.

19. Instrucción (DI PNPA) 32/17.

registrar la denuncia en el sistema Malvina, ingresar 
en el Sistema Informático de Trámites Aduaneros 
(SITA) el trámite de liberación consignando el nú-
mero de destinación aduanera, el número de denun-

procederá a validar la información, el SITA otorgará 
un número de tramite y un número de Sistema de 

-
viando automáticamente una comunicación electró-

dispondrá de dos días hábiles administrativos para 
evaluar el contenido de la denuncia y aprobará o 
denegará la solicitud de liberación bajo el régimen 
de garantía. Con la aprobación, el sistema automá-

-
portador y al despachante de aduana interviniente.

El interesado deberá constituir la garantía de 

-
tos de que proceda a liberar la carga sin más.

Aplaudimos la iniciativa, pues resultaba nece-
saria la implementación de un procedimiento de 

y no menos importante, resulta un acierto que la in-

departamento contencioso se realice vía electróni-
ca. De ese modo se evita el tiempo que insume que 

Sin embargo, es claro que el proceso merece 
-

nientes en su implementación que generan demoras 

Por lo pronto, los problemas aparecen con el 
cumplimiento de los trámites establecidos en los 

y el área contenciosa. Ello nos obliga a señalar que, 
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para liberar las cargas. Es claro que quien tiene po-
testad para interdictar una mercadería, también de-
bería tenerla para liberarla, previa constitución de 
garantía. Entendemos que este esquema facilitaría 
el procedimiento.

Aclaramos que lo aquí propuesto no es novedo-
so. En efecto, la cuestión fue tratada en profundi-
dad por Cotter Moine20 en el Segundo Congreso de 

junio de 1995, oportunidad en la que propuso como 
ponencia que se arbitraran las medidas necesarias 
para que los pedidos de libramiento de mercadería 
bajo el régimen de garantías, fueran resueltos con 
carácter de urgente, con el establecimiento de un 

área denunciante. 

4. El instituto de la prescripción

Las acciones judiciales, tanto penales como de 
cualquier otra índole, deben ser planteadas dentro 

puede ser válidamente promovida en lo sucesivo. El 
fundamento de la garantía de la prescripción reside 
en el principio de seguridad jurídica. Los derechos 

en el marco de un estado de incertidumbre21.

Es un instrumento limitador del poder punitivo 
propio del Estado de Derecho, dado que el efecto 
perjudicial del ejercicio del poder penal sobre la 
dignidad de las personas debe ser reducido median-
te la aplicación de un límite temporal22. Jescheck 

-
ventivo general que produce una conducta como el 

23.

20. -

21.

22.

23. Jescheck, Hans Henrich, 
24.

25.

La acción para imponer penas aduaneras se 

aduanera también merece certidumbre; no resulta-
ría saludable que las conductas de los administra-

la posibilidad, por parte del servicio aduanero, de 
instar una acción por la comisión de una infracción 
aduanera cometida hace mucho tiempo.

-
-

putarse desde el 1º de enero del año siguiente al de 
la comisión de la infracción o, en caso de no poder 
precisarse la fecha de comisión, a partir del momen-
to de su constatación.

en el momento de redacción del Código Aduanero 
(1981), pero consideramos que aparece como de-

años24. Los tiempos han cambio y la celeridad que 
demanda el mundo actual no es la misma que la de 
treinta y siete años atrás.

Por otra parte, hay que revisar también cuestiones 
que hacen a la interrupción y suspensión de la pres-
cripción. En efecto, la prescripción se interrumpe o 
suspende con el dictado de determinados actos ad-
ministrativos. Por ejemplo, se interrumpe con el auto 
de apertura del sumario, momento a partir del cual el 
funcionario competente para entender en el mismo 

dictar resolución administrativa25. La resolución de 
condena vuelve a suprimir el tiempo transcurrido.

Nótese que la norma establece que la prescrip-
ción se interrumpe con el dictado del auto de aper-

-

administrativos.
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Sobre el particular se han generado no pocos in-
convenientes en los supuestos en los cuales tanto 
el auto de apertura del sumario como su resolución 

-
tablecido para la prescripción.

Se ha debatido, entonces, si para que la resolu-
ción de apertura del sumario o la resolución conde-
natoria tengan efectos interruptivos de la prescrip-

Una lectura literal de la norma podría indicar 

sobre todo, teniendo en cuenta que no corresponde 
suponer el error del legislador26.

Sin embargo, una lectura de la disposición inte-
grada con el resto del ordenamiento legal aplicable 
nos lleva a pensar que el fallo aduanero produce 

Ello es así, visto que la LNPA27 establece que, para 
que un acto administrativo de alcance individual —

reglamentario de la LNPA28, establece que el acto 

-
ción.

-

por lo tanto, no puede actuar como un acto interrup-
tivo de la prescripción.

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal estableció como 
doctrina legal la siguiente: “De acuerdo a la le-

-

26.

27. LNPA, art. 11.
28. Decreto 1759, art. 40.
29. C. Nac. Cont. Adm. Fed., en pleno, 23/09/2003, .
30.

31. C. Ad. art. 937, inc. a).
32. C. Ad. art. 1101.
33. Procuración del Tesoro, Dictámen del 29/08/2008, , causa TF 5932-A.

29. Pos-
teriormente, esta doctrina fue convalidada por la 
Corte Suprema30 al revocar un pronunciamiento de 
la Cámara Federal de Rosario que había dejado sin 
efecto las sanciones impuestas a una importadora, 
por prescripción de la acción penal. En el caso, se 

auto de apertura del sumario31.

Se resolvió también en este caso que el acto in-
terruptivo es el auto de apertura del sumario y no 

visto que el Código Aduanero no estableció el re-

presumir la imprevisión de legislador, no corres-
ponde considerar que el auto de apertura del suma-

-
ción oportuna. En el caso, el auto de apertura del 

tomó conocimiento de la investigación cuando le 

para la defensa32.

Cabe también destacar la opinión de la Procura-
ción en la causa Bossi y García33, en donde se sos-

efectos propios. De allí que el acto administrativo 
sólo puede producir sus efectos propios a partir de 

sea aplicada, no causa la anulación del acto en tanto 

Es importante tener presente que la doctrina 
legal establecida por la Cámara y posteriormente 

-
tuaciones disvaliosas. Vislumbramos en este caso 
una doctrina sustentada en fallos técnicamente co-
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rrectos, pero que se han limitado al análisis literal 
de las normas, sin observar su real entendimiento 
con el resto del ordenamiento jurídico y, además, la 
intención del legislador.

En efecto, la intención del legislador al aprobar 
el Código Aduanero, fue indudablemente poner un 

-
fensa en juicio y seguridad jurídica. La doctrina co-
mentada genera situaciones claramente disvaliosas, 
dado que, en su consecuencia, los procedimientos 
podrán prolongarse de manera alarmante. De he-
cho, ello es lo que muchas veces ocurre.

en muchos supuestos la providencia de apertu-
ra de sumario no es notificada al administrado, 
y que la notificación de providencia de vista se 
prolonga también por tiempo indefinido e inclu-
so la resolución de condena se dilata por pla-

modificación de la disposición contenida en el 
-

samente que estas disposiciones deben ser noti-

por la LNPA, para tener plenos efectos y así inte-
rrumpir la prescripción.

O incluso, podría reformularse la norma de ma-
nera que el acto interruptivo de la prescripción no 

-
trado. De esta manera, se evitarán dilaciones inne-

-
mitación de los sumarios administrativos.

5. El recurso de apelación por retardo

La justicia federal tendrá competencia para co-
nocer en las demandas por retardo en el dictado de 

infracciones y el de repetición y el Tribunal Fiscal 
de la Nación conocerá en los recursos por retardo 

34. Abarca, Alfredo,  Ed. Universidad,  1993,  ps. 253 y 270
35. La jurisprudencia ha sido conteste en lo que respecta a la habilitación de la instancia del Tribunal Fiscal, en los supuestos de apelación 

Sala G, 19/11/87, ; 02/12/87, ; 10/12/87, , y Cam. Nac. Cont. 
Adm., Sala 3ª, 26/02/87, ; todos ellos publicados en Jurisprudencia Aduanera, Tomo II, p. 192/193, Ed. Guía Práctica. 
Más recientemente Trib. Fiscal Nación, Sala E, 29/03/04 .
36. Cam. Nac. Cont. Adm., Sala 3°, 26/04/88, .

-
mos procedimientos, con el agregado del procedi-
miento de impugnación.

La apelación por retardo es un remedio procesal 
establecido en favor de los administrados, que se 

-

-
pugnación y para las infracciones. 

En estos recursos, el administrado le solicita 
-

miento de la controversia sin necesidad de petición 
previa al administrador. Admitida la procedencia 
formal del recurso o de la demanda, la Aduana pier-
de competencia para resolver el litigio34. En este su-
puesto, se seguirá el procedimiento establecido para 

demandas contenciosas35.

Resulta un remedio procesal adecuado para 

Aduana pierde competencia a favor del Tribunal 
Fiscal de la Nación. Sin embargo no ha tenido la 
gravitación perseguida por el legislador y es pro-

-
gida que la jurisprudencia ha tenido en relación a 
su procedencia.

En efecto, la jurisprudencia del Tribunal Fiscal 
ha considerado que el pedido de avocación al Tribu-
nal resulta procedente cuando la mora del organis-
mo aduanero se produce en el dictado de la resolu-

fase del procedimiento36.

El retardo usualmente se produce en la tramita-
-

do de la resolución. En consecuencia, esta interpre-
tación literal de la norma contenida en el Código 
que habilita la apelación por retardo, prácticamente 
ha vaciado de contenido esta vía recursiva.
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Por lo tanto, consideramos pertinente revisar 
esta disposición de manera que también quede ha-
bilitada la apelación por retardo en la sustanciación 
de los procedimientos. Además, también correspon-

de mora que habilite el recurso, de manera que la 
cuestión no resulte subjetiva.

6. El límite monetario para habilitar la 

vía recursiva ante el Tribunal Fiscal de 

la Nación

En materia de competencia, el Código ha limita-
do el acceso a la justicia federal y al Tribunal Fiscal 
de la Nación en tanto sólo permite que los interesa-
dos accedan cuando sus pretensiones superen los $ 
2.00037 o los $ 2.500 38, según su caso, importes que 
en el 2012 se han elevado a $ 25.00039. Indudable-
mente, la norma pretende evitar la sobrecarga admi-
nistrativa del Tribunal Fiscal con causas de escasa 
valía económica. 

Sin embargo, la Corte Suprema, en la causa 
40 se ha pronunciado en 

contra de esta disposición, en cuanto impide el con-
trol judicial y, por tanto, resulta una norma contra-
ria a la garantía de defensa en juicio tutelada en la 
Constitución Nacional. Comentando este pronun-

-
ten sustraer al Poder Judicial su competencia de re-
visión y control sobre la resolución administrativa 
que las impone41.

Esta doctrina producida cuando el límite para 

con la reforma legal que elevó el mínimo para ape-
lar a $ 25.000. Por lo tanto, estimamos apropiado 
revisar esta disposición legal, sobre todo conside-
rando las disposiciones del Pacto de San José de 
Costa Rica.

37. C. Ad. art. 1024.
38. C. Ad. art. 1025.
39. Ley 26.784, art. 76.
40.

41.

, ED 127-281.
42. C. Ad. art. 1024

7. La competencia del Tribunal Fiscal y el 

procedimiento de ejecución

La legislación aduanera prevé que, en el pro-
cedimiento de ejecución en sede judicial, deberán 
intervenir, en la Capital Federal, los jueces naciona-
les en lo contencioso administrativo federal y, en el 
interior del país, los jueces federales, dentro de sus 
respectivas competencias territoriales42.

Es bien sabido que la gran mayoría de las cau-
sas que concluyen con una condena que impone una 
multa por la comisión de una infracción aduanera o 

-
ción, se dirimen en el Tribunal Fiscal de la Nación.

Pues bien, esos pleitos concluyen con el dic-
tado de la sentencia del Tribunal; la que podrá ser 
apelada ante la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Contencioso Administrativo Federal y, even-
tualmente, ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación.

Como consecuencia de estos fallos, los adminis-
trados pueden estar obligados a pagar multas y/o tri-
butos. La Administración, por su parte, puede estar 
obligada a restituir importes que percibiera indebi-

-
drán estar compelidas a hacerse cargo de las costas 
del juicio, que integra, lógicamente, los honorarios 
de los letrados que intervienen representando y pa-
trocinando a cada una de las partes.

Muchas veces, el cumplimiento de estas senten-
cias genera algunas controversias. Puede ocurrir, 

-
ción de los fondos percibidos indebidamente o que 
pretenda el cobro de sumas que, a criterio del admi-
nistrado, no se ajusten a los parámetros de la sen-
tencias. Puede ocurrir, también, que el administrado 

y tributos impuestos en las sentencias judiciales y 
que ello se demore en el tiempo. Puede, incluso, que 
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-
rarios regulados para una y otra parte.43

Esto, lo hemos dicho, ha generado no pocas 
controversias y no hacen más que dilatar el cum-
plimiento de las sentencias, generándole problemas, 
no solo al sector privado, sino también al sector pú-
blico, ya que, como lo dijéramos, muchas veces, el 

44.

El sector privado, entonces, en varias ocasiones, 
ha recurrido al Tribunal Fiscal para que le comuni-
que a la Aduana el pago de la multa y los tributos o 
que la intime al pronto pago de las acreencias reco-
nocidas o le comunique el depósito de los honora-
rios o la intime a incluir los intereses que la Ley de 
Aranceles prevé o que determine los intereses que 

intereses resarcitorios previstos en el art. 794 del 
C.A. deben calcularse sobre un capital en dólares 
o en pesos, sin perjuicio del capital propiamente di-
cho que, según la Ley 23.905 y la interpretación que 
la Corte Suprema efectuó sobre aquélla, se calcula 
en dólares).

Y frente a estos pedidos, el usualmente Tribunal 
Fiscal señala que no es órgano ejecutor de sus sen-
tencias y que, por lo tanto, se encuentra impedido 
de proceder de ese modo; decisión que obedece, 
entendemos, a la limitación prevista en el art. 1024 
del C.A. que reprodujéramos al principio de este 
capítulo.

-

de cualquier petición posterior a la sentencia.

En este línea, cuadra señalar que algunas salas 
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal han señalado que 

43. Cabe aquí destacar, por ejemplo, que la Resolución General AFIP 3225/11 establece que los honorarios solo pueden cancelarse, en 

incordio que demora el pago de esos honorarios judiciales.
44.

-

meses y meses.
45. Cám. Nac. Ap. Cont. Adm. Fed., sala I, 31/05/18, 
46. C. Ad., art. 1025.

-

-

-

45.

Vemos necesario, entonces, incorporar un ar-

posteriores que permitan el pronto cumplimiento 
de las sentencias dictadas bajo su órbita, en línea 
con la doctrina de la Cámara Federal.

8. La competencia del Tribunal Fiscal y 

las medidas cautelares

El Código Aduanero establece los supuestos en 
los cuales corresponderá conocer y decidir al Tri-

que el tribunal intervendrá en los siguientes casos: 
a) apelación contra las resoluciones del adminis-
trador en los procedimientos de impugnación, b) 
apelación contra las resoluciones del administrador 
en los procedimientos para las infracciones, c) ape-
lación contra las resoluciones del administrador en 
los procedimientos de repetición, d) retardo del ad-
ministrador en el dictado de resolución en los pro-
cedimientos antes referidos, y e) amparo por mora46.

Sin embargo, nada dice la legislación aduane-
ra en relación a la competencia del tribunal para 
conocer en las medidas cautelares que presenten 
los administrados contra los actos u omisiones del 
servicio aduanero que pudieran violentar derechos 
subjetivos de los administrados. 
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Siendo que el tribunal tendrá competencia para 
entender en las causas aduaneras, resulta pertinente 

-
templada la competencia para conocer en las medi-
das cautelares.

Cabe señalar que esta competencia incluso ya ha 
sido reconocida por la Cámara Federal Contencioso 

47, criterio 
que luego fuera compartido por el Tribunal Fiscal 
de la Nación, en todas sus salas de competencia 
aduanera48.

9. La competencia del Tribunal Fiscal y la 

declaración de inconstitucionalidad

Conforme lo establece el Código Aduanero, las 
sentencias del Tribunal Fiscal no podrán pronun-

de las leyes tributarias o aduaneras y sus reglamen-
taciones49.

Esta disposición se ajusta al criterio tradicional 
que considera que un órgano administrativo, como 

-
terio que parte de la doctrina de Montesquieu acerca 
de la separación de poderes, pero que se basa en la 
idea de un PE reducido a acciones de administra-
ción activa, sin función jurisdiccional alguna50.

constituyen los casos en los cuales en la jurispru-
dencia de la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción se hubiere declarado su inconstitucionalidad, 
en cuyo caso podrá seguirse la interpretación efec-

el Tribunal podrá seguir el criterio e interpretación 
sentado por la Corte. 

La solución indudablemente está inspirada en 
el principio de economía y celeridad procesal, dado 

47.

48. TFN, Sala E, 05/06/08, 
27/09/13,  y Sala G, 02/09/14, 
49. C. Ad. Art. 1164.
50. Giuliani Fonrouge, Carlos M., 
51. TFN, 29/3/1961,  LL 103-188.
52. Corte Sup., 2012 ,  Fallos 335:2333
53. C. Ad. art. 1180.

que sería absurdo imponer al Tribunal la aplicación 
de una norma cuya inconstitucionalidad ya ha sido 
declarada por la Corte Suprema. Sobre el particular 
hace algunos años la jurisprudencia señaló que la 
doctrina aplicable debe referirse a la misma situa-
ción jurídica que motiva la causa, y no a circuns-
tancias análogas o parecidas, que por inducción o 
deducción pudieren adaptarse al caso51.

Consideramos que sería de suma importancia 
para la independencia del Tribunal Fiscal de la Na-
ción la posibilidad de pronunciarse sobre la incons-
titucionalidad y/o inconvencionalidad de las normas 
dictadas por el Poder Ejecutivo, en línea con la doc-
trina del tribunal superior52, que tiene dicho que los 
tribunales nacionales no están impedidos de ejercer, 

Constitución Nacional, al incorporar al derecho in-
terno las disposiciones de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, habilitó la aplicación de 
la regla interpretativa formulada por la Corte Intera-
mericana que obliga a los órganos judiciales de los 

-
bilidad de derogar el art. 1164 del C.A.

10. La capacidad revisora de la Cámara 

Federal

El Código Aduanero establece que las partes po-
drán interponer recurso de apelación ante la Cámara 

-

sentencia. El recurso debe ser fundado dentro de los 
quince días hábiles posteriores a la fecha de presen-
tación del recurso. La legislación establece que la 

válidas las conclusiones del Tribunal Fiscal sobre 
los hechos probados53.
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Consideramos que esta disposición merece ser 
revisada, en atención a su posible colisión con el 

la doble instancia judicial. Por lo tanto, entendemos 
pertinente reformular esta disposición legal, permi-
tiendo que la Cámara Federal asuma una revisión 
plena sobre el litigio aduanero.

Motivos del Código Aduanero, uno de los aspectos 
en los cuales la legislación aduanera argentina pre-
sentaba mayores falencias era el relativo al régimen 
procesal. Hasta la vigencia del Código Aduanero 

Antes de la vigencia del código, el régimen de 

gran dispersión de normas, por una regulación in-
adecuada para la solución de gran parte de las con-
troversias a que da lugar la aplicación de las normas 

De manera que el Código Aduanero constituyó 

-
píritu docente, quienes participaron en la comisión 
redactora han confeccionado una legislación que 
tutele de manera adecuada los derechos de los ad-
ministrados

Resulta indudable que a treinta y siete años vis-

-

ción, la reforma constitucional de 1994 y los acuer-

dos internacionales de impacto en la materia.

Es claro que los administrados tienen derecho 

a que sus controversias aduaneras sean dirimidas 

en el marco de los procedimientos administrativos 

establecidos al efecto, con pleno respeto de los pre-

ceptos derivados de la garantía del debido proceso.

-

-

primar en los procedimientos. Lamentablemente, 

vemos que los procesos aduaneros no se resuel-

Administración por la Corte Europea de Derechos 

Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Hu-

manos y la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

se instale nuevamente el necesario debate que se 

impone para que los procedimientos aduaneros se 

-

dos un procedimiento afín a los parámetros esta-

blecidos por nuestra Corte Suprema y Tribunales 

Internacionales.
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